El pasado 7 de Agosto, el ciudadano peruano residente en Londres Adolfo Olaechea Cahuás (59 años) fundador y Secretario General de la asociación inglesa para los derechos democráticos ‘Justice Internacional’, fue arrestado en Almería, donde se encontraba en viaje de trabajo, y extraditado a Perú bajo la acusación de haber participado en acciones terroristas en territorio peruano y de pertenecer a la cúpula de “Sendero Luminoso”. Tras un mes de prisión preventiva en Madrid y tres meses en Lima, el señor Olaechea ha sido finalmente excarcelado ya que las acusaciones que pendían sobre él estaban totalmente desprovistas de pruebas. 

Actualmente, la fiscalía española ha tramitado una petición peruana a la Audiencia Nacional de Madrid para que se conceda una ampliación de los cargos contenidos en el mandato de extradición con el fin de juzgar al señor Olaechea por supuestos crímenes cometidos en Inglaterra. La ampliación violaría el “principio de especialidad” previsto por el derecho internacional, una norma que protege al individuo objeto de la extradición, garantizando que se le juzgue exclusivamente por las acusaciones declaradas en el mandato de extradición y basadas en pruebas reconocidas por ambos estados. Además, la reciente excarcelación de Olaechea, ha demostrado que no había pruebas relativas a la orden de extradición y que por lo tanto su detención ha sido un abuso hacia su persona. Es por ello que entendemos que todo lo sucedido hasta el momento debería de ser suficiente para que no se concediera la ampliación de la extradición.

Los cargos que se intenta ahora incluir en el proceso de extradición se refieren a una supuesta apología de terrorismo y a una presunta recogida de fondos para actividades subversivas. Estos mismos cargos habían sido ya rechazados en 1994 por el Reino Unido al considerarlos desprovistos de pruebas y fruto de unas acusaciones producto de un tribunal militar con juicio en ausencia, todos elementos que no cumplían con los derechos establecidos por la Comisión Inter Americana de DDHH. Al declarar improcedente el pedido de extradición, las autoridades inglesas dejaban claro que las actividades que Olaechea iba desarrollando en Inglaterra tenían un carácter publico y totalmente legitimo amparadas en el derecho de opinión.

Es evidente el carácter político de un eventual nuevo juicio a Olaechea por unos mismos cargos que ya fueron rechazados por otro estado miembro de la Unión Europea, más teniendo en cuenta que es el Reino Unido quién tiene jurisdicción sobre los supuestos delitos ocurridos en su propio territorio. Pero, a pesar de que el Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo ya se hubiera pronunciado en contra de la extradición y que se oponga también ahora a su ampliación, el fiscal español ha aceptado la petición de Perú y la vista está fijada para el día 13 de febrero en la Audiencia Nacional en Madrid.

El motivo de esta persecución política está claramente demostrado si tenemos en cuenta el interés de los miembros del gobierno peruano en silenciar las voces críticas de aquellos ciudadanos peruanos que, como Adolfo Olaechea, han luchado incansablemente desde el extranjero tanto en contra del régimen de Fujimori, como del de sus seguidores actuales, denunciando la tortura y la falta de democracia en el país andino (ver documentos adjuntos). 

Amparados por los acuerdos internacionales de extradición, pedimos que se niegue la ampliación del proceso de extradición, en línea también con la preocupación expresada y los recursos presentados por el Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo, máxima institución europea en este campo. Es por todo ello que reclamamos a la justicia española que no acepte el papel de cómplice en este claro caso de persecución política llevada a cabo por el gobierno peruano cuya intención es hacer de la lucha contra el terrorismo un fin propagandístico. Así también, denunciamos los ataques a los derechos democráticos fruto de las leyes anti-terroristas invocadas por muchos gobiernos para justificar cualquier tipo de crimen y violación (como en el caso de los presos en Guantánamo, la invasión de Irak, etc.) y pedimos el apoyo a todas las personas y asociaciones comprometidas con la defensa de la justicia, la legalidad y la democracia, solicitándoles que firmen esta petición.
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La petición puede ser firmada en la oficina de Justicia i Pau, Rivaldeneira 6, 10e (metro Pl. Catalunya)
